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Diputada Beatriz García Villegas
Distrito XXVIII, Amecameca de Juárez

"2022. Año del Quincentenario de Toluca, Capital del Estado de México"

[bookmark: _GoBack]
Toluca de Lerdo, México, a 20 de octubre de 2022


DIPUTADO ENRIQUE EDGARDO JACOB ROCHA
PRESIDENTE DE LA MESA DIRECTIVA DE LA 
LXI LEGISLATURA DEL ESTADO DE MÉXICO 
PRESENTE: 

La suscrita, Beatriz García Villegas, Diputada integrante del Grupo Parlamentario de Morena y en su nombre, con fundamento en los artículos 55 y 57 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 83 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México y 74 del Reglamento del Poder Legislativo del Estado Libre y Soberano de México, someto a consideración de esta H. Legislatura, la proposición Punto de Acuerdo, de urgente y obvia resolución, por el que se exhorta respetuosamente a la Cámara de Diputados y al Senado de la República del Congreso de la Unión a expedir el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, en cumplimiento a lo ordenado por la ejecutoria de amparo dictada y confirmada por los Tribunales de la Federación, con la finalidad de garantizar y optimizar el acceso a una tutela jurisdiccional efectiva, así como el ejercicio de otros derechos sustantivos de la ciudadanía mexiquense, conforme a la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Con motivo de la reforma constitucional en materia de Justicia Cotidiana publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de septiembre de 2017, el Constituyente Permanente adicionó y modificó diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

A mayor abundamiento, se agregó una segunda parte al primer párrafo del artículo 16 para disponer que en los juicios y en los procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se estableciera como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de los actos procesales en cualquier medio que de certeza a su contenido.

Asimismo, se adicionó un párrafo tercero al artículo 17, a fin de que las autoridades judiciales privilegien, en el ámbito de sus competencias, la solución del conflicto por encima de los formalismos procesales, siempre que no se afecte: I) la igualdad de las partes, II) el debido proceso, u III) otros derechos sustantivos reconocidos en la Constitución y los tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte; lo anterior, con independencia de que las normas que rigen sus procedimientos específicos no establezcan expresamente dicha cuestión.

Por último, se añadió una fracción XXX al artículo 73 para facultar al Congreso de la Unión la expedición de la legislación única en materia procesal civil y familiar.

La finalidad de tales disposiciones constitucionales parten de la idea de eliminar procesos o reglas excesivas e innecesarias que impidan un correcto acceso a la justicia en los asuntos relativos a la justicia cotidiana, a partir de la uniformidad de la normativa procesal civil y familiar para evitar los incentivos perversos de múltiples legislaciones procesales, la búsqueda de una solución de fondo de los conflictos presentados ante las autoridades que den lugar a una mejor tutela de los derechos fundamentales, así como de la efectividad del principio de oralidad. 

Para darle operatividad a dichas modificaciones, en los artículos segundo y cuarto transitorios del Decreto mencionado: I) se estableció la obligación del Congreso de la Unión y de las legislaturas locales de adecuar, respectivamente, las leyes generales, federales y locales para contemplar la oralidad como forma rectora del procedimiento para que baste con que quede constancia de los actos en un medio que dé certeza de su contenido, así como privilegiar la solución de los conflictos sobre las formalidades procesales, y II) en atención a la modificación del artículo 73, se señaló el deber de expedir la legislación procesal en materia civil y familiar para regir en todo el territorio nacional en un plazo de ciento ochenta días a partir de la entrada en vigor de la reforma. 

En ese sentido, si el 15 de septiembre de 2017 se publicó la reforma comentada, el plazo del Congreso de la Unión venció los días 14 (primera obligación) y 15 (segunda obligación) de marzo de 2018. 

Hasta la presentación del presente punto de acuerdo, el Congreso de la Unión ha sido omiso respecto a la obligación constitucional de expedir el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, lo que ha propiciado la restricción y obstaculización del ejercicio del derecho de acceso a una tutela jurisdiccional efectiva, ya que dicha norma adjetiva es el único instrumento normativo rector de los procesos tramitados ante los órganos jurisdiccionales. 

Esto es, la importancia de su publicación, implementación y aplicación radica en que, por una parte, en toda la República Mexicana, con base en el Censo Nacional de Impartición de Justicia Estatal 2021 levantado por el personal del Instituto Nacional de Geografía y Estadística (INEGI)[footnoteRef:1], se tramitan anualmente un aproximado de 1,577,327 asuntos, de los cuales un 38.7 por ciento corresponden a la materia familiar, seguida de la materia civil con un 25.3 por ciento y mercantil con un 22.2 por ciento. Estas cifras representan casi todo el trabajo jurisdiccional nacional.  [1:  Véase en https://www.inegi.org.mx/contenidos/programas/cnije/2021/doc/cnije_2021_resultados.pdf, pp. 25-26. ] 


Por otra parte, en términos del artículo 124 constitucional, los Congresos de las entidades federativas ya no cuentan con la facultad de reformar sus Códigos de Procedimientos Civiles; por tanto, solamente deberán limitarse las personas operadoras jurídicas estatales a aplicar las normas procesales civiles y familiares vigentes al 16 de septiembre de 2017, fecha de entrada en vigor de la reforma constitucional, hasta en tanto el Congreso de la Unión emita la legislación única en la materia adjetiva civil y familiar, lo cual complica aun más el panorama de la incompleta impartición de justicia[footnoteRef:2].  [2:  Así lo ha determinado la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) en diversos precedentes, como la Acciones de Inconstitucionalidad 32/2018 y 58/2018. Sin embargo, el criterio no siempre es compartido por todas las personas integrantes de nuestro Tribunal de la Constitucionalidad, y en consecuencia, no logra invalidar las disposiciones impuganadas, como en el caso particular de las Acciones de Inconstitucionalidad 83/2021 o 44/2022.] 


De ahí que se sostenga que la desactualización de los códigos de procedimientos civiles y/o familiares dificulta el ejercicio de los derechos sustantivos y adjetivos de la ciudadanía, pero también la implementación de nuevas herramientas y medios digitales que agilicen la promoción, substanciación y resolución de los asuntos[footnoteRef:3].  [3:  Véase ¿Por qué urge aprobar el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares?, de Laurence Pantin y Alejandra Quezada en México Evalúa, https://www.mexicoevalua.org/por-que-urge-aprobar-el-codigo-nacional-de-procedimientos-civiles-y-familiares/#_ftn4.
¿Por qué es urgente aprobar el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares?, de Miguel Carbonell en Nexos, https://eljuegodelacorte.nexos.com.mx/por-que-es-urgente-aprobar-el-codigo-nacional-de-procedimientos-civiles-y-familiares/] 


Incluso, estas afirmaciones son compartidas por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en razón de que, en el Amparo en Revisión 265/2020[footnoteRef:4], se determinó que la falta de acatamiento del artículo cuarto transitorio del Decreto aludido no es una mera transgresión a la legalidad constitucional, sino un demérito a la calidad de la justicia a la que aspiró el Poder Constituyente.  [4:  Para mayor información, véase la ejecutoria en https://www2.scjn.gob.mx/consultatematica/paginaspub/DetallePub.aspx?AsuntoID=271584.] 


Ello implica que la falta de la emisión del Código Nacional vulnera el derecho fundamental de acceso a una tutela jurisdiccional efectiva, en razón de que el Estado mexicano se encuentra obligado a tomar acciones efectivas para garantizar y optimizar el acceso a la justicia, así como la eficacia de otros derechos sustantivos.

En ese sentido, existe la necesidad y obligación de dotar un marco normativo que permita el acceso a los tribunales, en el entendido de que no basta la simple consagración de instituciones procesales a nivel formal, sino que debe ejercerse en la mayor medida atendiendo a las posibilidades fácticas y jurídicas.  

De esa manera, el acceso a la justicia debe garantizarse a todos sin que exista un límite en el número de personas que lo esté ejerciendo en un determinado momento, y no se debe excluir a nadie de la posibilidad de acceder a este servicio; es decir, no debe existir rivalidad ni exclusión en la garantía de la tutela jurisdiccional efectiva por su carácter de derecho humano.

Entonces, por más que el Congreso sea un órgano que goce de representatividad democrática, es un órgano constituido a partir de la propia Constitución Federal y, por lo tanto, se encuentra sujeto al cumplimiento invariable de su contenido. 

Por tanto, tiene sentido que, si la Constitución estableció un deber de legislar respecto de algún tema en específico a cargo del Poder Legislativo, el ejercicio de la facultad de legislar deja de ser discrecional y se convierte en una competencia de ejercicio obligatorio que debe ser acatada, tal y como sucede en este caso. 

Así las cosas, es evidente que las personas operadoras jurídicas dedicadas a la impartición de justicia pretendan solucionar las controversias que se generan entre los diversos sujetos que componen la sociedad, buscar un equilibrio gubernamental ante las instancias creadas por el propio Estado que los dotó de atribuciones, competencias y legitimidad para salvaguardar y proteger los intereses de la propia comunidad y/o satisfacer las pretensiones de las partes, con la intención de defender y ejercer adecuadamente los derechos fundamentales reconocidos a las personas gobernadas.

Sin embargo, para lograrlo se requiere contar con una legislación uniforme y homogénea para que las personas juzgadoras se encuentran obligadas a respetar, observar y aplicar los derechos que integran la estructura de la tutela jurisdiccional efectiva, a efecto de que toda persona ejerza las defensas que estime pertinentes antes de que la autoridad jurisdiccional modifique su esfera jurídica definitivamente. 

Con ello se busca que la ciudadanía cuente con la plena seguridad de que se le administrará la justicia que solicitan por parte de los órganos jurisdiccionales permanentemente estatuidos con antelación al conflicto, sin más condición que el cumplimiento de las formalidades necesarias, razonables y proporcionales que surjan antes, durante y después del proceso, en un plano de igualdad de circunstancias y oportunidades. 

Nuestras autoridades judiciales deben actuar bajo los principios dinámicos de la justicia, accesibilidad, aplicación exacta de la ley, igualdad, actuación de buena fe, en concordancia con el respeto, protección, garantía y promoción de los derechos humanos reconocidos en el texto normativo fundamental, para fortalecer a nuestro Estado Constitucional de Derecho, eje del paradigma jurídico estatal[footnoteRef:5], que caracteriza a una sociedad sometida al discurso institucionalizado y democrático. [5:  García Amado, Juan Antonio, La Filosofía del Derecho de Habermas y Luhmann, 1a. ed, Universidad de Extremadura, Colombia, 1997, pp. 68-69. ] 


De ahí que, se exhorte respetuosamente a la Cámara de Diputados y al Senado de la República del Congreso de la Unión, conforme a los lineamientos precisados en la ejecutoria de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación enunciada previamente, así como en los requerimientos que estime pertinentes la persona titular del Juzgado Octavo de Distrito en Materia Civil en la Ciudad de México para dar cumplimiento a la ejecutoria de amparo, la pronta emisión del Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, con la intención de generar confianza y certeza a todas las personas justiciables que anhelan tener una solución rápida, justa y efectiva a su problema cotidiano, así como el impulso de la economía familiar, la protección de demás derechos de la comunidad, el respeto a la libertad personal y el control del poder de las autoridades ante arbitrariedades e injusticias. 

Por lo anteriormente expuesto, someto a consideración de esta asamblea el siguiente punto de acuerdo bajo las consideraciones y fundamentos sustentados, así como en el proyecto que se adjunta al presente. 


ATENTAMENTE 




DIPUTADA BEATRIZ GARCÍA VILLEGAS





















PUNTO DE ACUERDO


LA H. "LXI" LEGISLATURA EN EJERCICIO DE LAS FACULTADES QUE LE CONFIEREN LOS ARTÍCULOS ARTÍCULOS 55 Y 57 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO, 83 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO Y 74 DEL REGLAMENTO DEL PODER LEGISLATIVO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE MÉXICO, HA TENIDO A BIEN EMITIR EL SIGUIENTE:

ACUERDO


ARTÍCULO ÚNICO. Se exhorta respetuosamente a la Cámara de Diputados y al Senado de la República del Congreso de la Unión a expedir el Código Nacional de Procedimientos Civiles y Familiares, en cumplimiento a lo ordenado por la ejecutoria de amparo dictada y confirmada por los Tribunales de la Federación, con la finalidad de garantizar y optimizar el acceso a una tutela jurisdiccional efectiva, así como el ejercicio de otros derechos sustantivos de la ciudadanía mexiquense.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. Publíquese el presente Decreto en el Periódico Oficial "Gaceta del Gobierno". 

ARTÍCULO SEGUNDO. Comuníquese a las autoridades correspondientes.

Dado en el Palacio del Poder Legislativo, en la Ciudad de Toluca de Lerdo, capital del Estado de México, a los ___ días del mes de octubre de dos mil veintidós.
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